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I. VISTOS Y ASUNTO 

Los autos en Audiencia Pública de fecha 27 de octubre de 2015 e interviniendo como Juez Superior Ponente la señora Vilma Carlos Casas; resulta de autos por escritos de fojas  28 a 35 y 240-268 la FEDERACIÓN DE TRABAJADORES DEL PODER JUDICIAL – FETRAPOJ y el SINDICATO UNITARIO DE TRABAJADORES DEL PODER JUDICIAL DE LIMA – SUTRAPOJ LIMA, interponen demanda de Acción Popular contra El Ministerio de Justicia, solicitando la primera accionante se declare la nulidad de los artículos 12° y 21° del Reglamento  de la Ley N° 24032  de la  Derrama del Poder aprobado por Decreto Supremo N° 001-2011-JUS, por infracción de los artículos 2 numerales 2 y  13  y el numeral 1 del artículo 28° de la Constitución Política del Estado; por su parte la segunda accionante solicita la nulidad del Reglamento  de la Ley N° 24032  de la  Derrama del Poder aprobado por Decreto Supremo N° 001-2011-JUS por infracción 2°, numerales 2, 13, 16 , 17, 24, 26° numeral 1, 28° numeral 1, 43° y 118° numeral de la Constitución y del artículo 3° de la Ley N° 24032

II NORMAS SUJETAS A CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD

2.1 
Los artículos 1°, 8°, 10° literal A., 12°, 21° y 35° del Reglamento de la Ley de la Derrama del Poder Judicial aprobado por el Decreto Supremo N° 001-2011-JUS. 

2.2 Artículos 4° literal B., 39°, 40°, 42° y 44 del Reglamento de la Ley de la Derrama del Poder Judicial, aprobado por el Decreto Supremo N° 001-2011-JUS. 

2.3 Artículo 1°, 4° literal B., 8°, 10° literal A., 12, 21°, 35°, 39°, 40°, 41°, 42°, 44° del Reglamento de la Ley de la Derrama del Poder Judicial .
2.4 Ordenar que el Poder Ejecutivo apruebe disposiciones reglamentarias que modifiquen el Reglamento de la Ley de la Derrama del Poder Judicial. 

III. ANTECEDENTES

i.- Argumentos de las Organizaciones Sindicales demandantes
* Los argumentos del Sindicato Unitario De Trabajadores Del Poder Judicial De Lima – SUTRAPOJ LIMA son: 

Respecto a la inconstitucionalidad de los Artículos 1º y 8º del Reglamento de la Ley de la Derrama del Poder Judicial: 

1.- La constitución automática de la Derrama del Poder Judicial comprendiendo a los servidores del Poder Judicial como asociados en el momento fundacional, y la afiliación obligatoria de los servidores del Poder Judicial a la Derrama del Poder Judicial con carácter sucesivo y permanente, dispuestas por los Artículos 1º y 8º del Reglamento de la ley que la crea, incide directamente en el contenido constitucional de la libertad de asociación en cuanto a las facultades de los derechos de asociarse y de no asociarse, produciendo la infracción manifiesta del Artículo 2º, numeral 13. de la Ley Fundamental del Estado. Tal incidencia en ambas facetas se produce porque en un inicio (i) para constituirse o formarse la Derrama los trabajadores son afiliados a la misma de forma compulsiva sin que expresen su voluntad libre de constituirla o fundarla; pero, además, luego de crearse (ii), quedan obligados a formar parte de la misma y se les impide la facultad de desafiliarse al mantenerlos encuadrados en la misma, así como los nuevos trabajadores son afiliados automáticamente y no pueden desafiliarse si así lo deseasen libre y voluntariamente.

2.- No obstante La Derrama persigue fines de ayuda y asistencia económica en los casos de fallecimiento, jubilación, invalidez total y permanente, supresión de plaza, cesantía involuntaria y voluntaria, según el Artículo 3º de la ley, los Artículos 1º y 8º del Reglamento no superan el test del principio de proporcionalidad, ya que es absolutamente innecesaria por aparecer otras medidas alternativas menos gravosas como la formación libre y voluntaria de asociaciones y entidades privadas, la afiliación voluntaria y libre a las ya constituidas, el ahorro personal y voluntario en entidades bancarias, mutuales o cajas, y el cobro de la compensación por tiempo de servicios, la indemnización por despido arbitrario o de pensiones de jubilación con cargo a fondos para los que los trabajadores se afilian y aportan previstas por la legislación, que satisfacen los mismos fines de ayuda y asistencia económica. Así también, resulta desproporcionada en sentido estricto por los graves perjuicios ocasionados sobre la libertad de asociación (facultades de asociarse y de no asociarse) en cuanto a privación de un ámbito personal de autonomía y dignidad, relevantísimo para el Estado constitucional y democrático de derecho, en relación a los menores beneficios que se entregarían en parte de ayuda y asistencia económica, y que pueden suplirse, estando cubiertos, por los medios alternativos enunciados en el párrafo precedente. Asimismo, las derramas no forman parte del contenido esencial del derecho a la seguridad social y no es, por tanto, obligatorio mantener en ella a las personas que deseen libremente apartarse de la misma y no recibir sus beneficios, tal como lo ha sostenido el Tribunal Constitucional. 

Respecto a la inconstitucionalidad de los Artículos 10º literal A. y 35º del Reglamento de la Ley de la Derrama del Poder Judicial.   

3.- Estos artículos contravienen los derechos fundamentales a la propiedad y a la remuneración, reconocidos por los Artículos 2º, numeral 16., y 24º de la Constitución, porque crea una obligación dineraria (deuda) inexistente, que afecta el patrimonio del trabajador y que recorta la remuneración mensual que le corresponde por los servicios que presta, sin que exista justificación válida para ello. Estas disposiciones reglamentarias son repetidas por los Artículos 5º, 7º literal a) y 37º del Estatuto.
4.- No existe justificación válida para afectar los derechos constitucionales a la propiedad y a la remuneración porque los descuentos de los aportes del trabajador a la Derrama ha sido realizada con violación manifiesta del derecho fundamental a la libertad de asociación; careciendo, por tanto, la obligación de aportar a la Derrama como afiliado, conforme a las disposiciones constitucionales e internacionales que reconocen dicho derecho y los de propiedad y remuneración. 

5.- En tales circunstancias, toda vez que la Constitución garantiza los derechos a la propiedad y a la remuneración, el pago de los aportes a la Derrama no son exigibles, devienen en pago indebido y deben restituirse los aportes descontados, más intereses legales, conforme a los Artículos 1267º y 1269º del Código Civil.
6.- Conviene advertir que la inconstitucionalidad de los Artículos 10º literal A. y 35º del Reglamento sería constitucional si se aplica a los trabajadores que deseen libre y voluntariamente pertenecer y mantenerse como asociados a la Derrama, más no es aplicable a los que no deseen constituir ni ser parte de la misma y fueron forzados a constituirla y quedar afiliados.

Respecto a la inconstitucionalidad de la conformación del Directorio de la Derrama dispuesta por el Artículo 12º del Reglamento de la Ley de la Derrama del Poder Judicial.

7.- La conformación de los miembros del Directorio de la Derrama dispuesta por el Artículo 12º del Reglamento lesiona el contenido constitucional de la libertad de asociación en cuanto a la facultad de autoorganización que tienen los servidores que pertenezcan libre y voluntariamente a la Derrama, reconocido por el Artículo 2º, numeral 13., de la Constitución; además, también, lesiona el derecho a la igualdad de las organizaciones sindicales que representan a los trabajadores del Poder Judicial, y de los trabajadores no sindicalizados, reconocido por el Artículo 2º, numeral 2., de la Constitución, y a que no sean discriminadas en sus derechos de acceso y participación en el Directorio por razones de afiliación sindical, ideológicas o político-partidarias; debiendo interpretarse conjuntamente con la fórmula política del Estado democrático de Derecho plasmada en el Artículo 43º de la Constitución y del derecho fundamental de participación en la vida política, económica, social y cultural de la Nación declarado por el Artículo 2º, numeral 17., de la misma carta.
8.- Así, la facultad de autoorganización que tienen los servidores que decidan libre y voluntariamente pertenecer a la Derrama, como parte esencial de la libertad de asociación, para establecer los órganos de dirección, la composición de los mismos y la forma de elección de los representantes e integrantes, es infringida manifiestamente por el Artículo 12º del Reglamento, que opta por imponer arbitrariamente una organización: dirección y representación, que no corresponde a la participación democrática e igualitaria de los asociados y beneficiarios de la Derrama, sin aparecer una justificación objetiva que la sustente.
9.- La elección de los miembros del Directorio debe responder a los principios fundamentales del sufragio en el Estado democrático, es decir el sufragio universal e igual, de manera que todos los asociados y beneficiarios, sin discriminación, de la Derrama tengan derecho a concurrir en la elección de sus representantes en el Directorio, y bajo la idea de que cada uno tiene derecho a un voto (un hombre, un voto).
10.- El representante del Poder Judicial carece de justificación pues el Poder Judicial como órgano no es asociado ni beneficiario de la Derrama, debiendo ser excluido por inconstitucional; el representante de los magistrados tiene sustento en cuanto representante de quienes son asociados y beneficiarios, pero su participación es privilegiada en relación al tratamiento discriminatorio de la mayoría de los servidores que no lo tienen; y los representantes de la Federación Nacional de Trabajadores del Poder Judicial y del Sindicato Mixto de Unidad de los Trabajadores del Poder Judicial – Lima también tienen sustento en cuanto representantes de los servidores pero su presencia exclusiva como pertenecientes a tales organizaciones sindicales, discrimina el acceso y participación de otros sindicatos con mayor representación gremial en el Poder Judicial, sin que existan razones objetivas que avalen su participación preponderante y excluyente.
11.- En el marco del principio y derecho a la igualdad, todos los trabajadores del Poder Judicial por ser asociados y beneficiarios si así lo desean, tienen el derecho a participar y tener representantes en el Directorio de la Derrama; por ello, los tratamientos desiguales entre los miembros del Directorio en cuanto a los representantes de los trabajadores asociados y beneficiarios de la Derrama, carecen de justificación objetiva y razonable, no apareciendo un fin constitucional que la sustente, o en todo caso, por haberse desvirtuado dicho fin.
12.- Se observa con claridad manifiesta de la comparación entre (i) las organizaciones sindicales que tienen representantes en el Directorio, con (ii) las demás organizaciones sindicales y (iii) los trabajadores no sindicalizados que no lo tienen, que aparece un tratamiento desigual que carece de justificación objetiva y razonable porque todos los trabajadores asociados y beneficiarios de la Derrama tienen derecho a ser representados a través de miembros del Directorio, no habiendo motivo alguno para su exclusión.

13.- Si bien la representación de los trabajadores en cuanto son los asociados y beneficiarios, es un fin constitucional legítimo, dicho fin ha quedado o ha sido vaciado absolutamente (adecuación) al asignarse a representantes que provienen de determinadas organizaciones sindicales: la Federación Nacional de Trabajadores del Poder Judicial y el Sindicato Mixto de Unidad de los Trabajadores del Poder Judicial – Lima, que no corresponden a la totalidad de los trabajadores del Poder Judicial si se advierte que existen otras organizaciones sindicales representativas como el sindicato demandante, y hay trabajadores no sindicalizados por no desear afiliarse o por estar prohibidos legalmente de sindicalizarse, a quienes que se ha discriminado por exclusión tácita
 en relación a los miembros del Directorio.   
Respecto a la inconstitucionalidad del Artículo 21º del Reglamento de la Ley de la Derrama del Poder Judicial
14.- El Artículo 21º es manifiestamente inconstitucional por contravenir concurrentemente el derecho fundamental a la libertad de asociación en cuanto facultad de autoorganización, el principio y derecho a la igualdad, y la fórmula política del Estado democrático. El Artículo 21º del Reglamento, que opta por imponer arbitrariamente un órgano de control y fiscalización: el Consejo de Vigilancia, que no corresponde a la participación democrática e igualitaria de todos los asociados y beneficiarios de la Derrama, sin aparecer una justificación objetiva que la sustente.
15.- La elección de los miembros del Consejo de Vigilancia debe responder a los principios fundamentales del sufragio en el Estado democrático, es decir el sufragio universal e igual, de manera que todos los asociados y beneficiarios, sin discriminación, de la Derrama tengan derecho a concurrir en la elección de sus representantes en el Consejo de Vigilancia, y bajo la idea de que cada uno tiene derecho a un voto (un hombre, un voto).

Los principios fundamentales del sufragio en el Estado democrático, es decir el sufragio universal e igual, y el derecho fundamental de participación en la vida política, económica, social y cultural de la Nación, tienen aplicación en las organizaciones humanas, de manera que todos los asociados y beneficiarios, sin discriminación, de la Derrama, tienen derecho a concurrir en la elección de sus representantes en el Consejo de Vigilancia, y bajo la idea de que cada uno tiene derecho a un voto (un hombre, un voto).

Respecto a la inconstitucionalidad e ilegalidad de los  Artículos 4º, 39º, 40º, 41º, 42º y 44º del Reglamento de la Ley de la Derrama del Poder Judicial.
16.- Los Artículos 4º literal B., 39º, 40º, 41º, 42º y 44º del Reglamento de la Ley de la Derrama del Poder Judicial amplían y extienden los supuestos de hecho que autorizan el pago de las prestaciones o beneficios, que fueron establecidos originalmente por la Ley Nº 24032 que creó la Derrama del Poder Judicial, mediante la incorporación de un conjunto de nuevos servicios y programas de crédito, cultura, inversión y vivienda, para los que no se constituyó la Derrama creada por la Ley Nº 24032.
17.- De esta manera, la Derrama podría conceder créditos o préstamos por cualquier motivo, atender servicios de excursiones y turismo, llevar a cabo proyectos de inversión, y construir viviendas y urbanizaciones; que no guardan relación razonable alguna con la atención de los casos de fallecimiento, jubilación, invalidez o cesantía, para los que se creó la Derrama según el Artículo 3º de la Ley Nº 24032. Lo que contraviene el  Artículo 118º, numeral 8., de la Constitución, que señala que la potestad de reglamentar la leyes que tiene el Presidente de la República, no autoriza a transgredirlas ni desnaturalizarlas.

* Los argumentos de la FEDERACIÓN DE TRABAJADORES DEL PODER JUDICIAL – FETRAPOJ, son los siguientes: 
18.- Los artículos 12° y 21° del Reglamento de la Ley N° 24032 son nulos en tanto vulneran lo dispuesto en el artículo 2° numerales 2 y 13 de la Constitución Política del Perú normas que reconocen el derecho de toda persona a organizarse asociativamente y en ella tener el pleno goce y ejercicio de sus derechos civiles como es elegir y ser elegido para su gobierno institucional, cuyo goce y ejercicio está amparado por el principio- derecho a la igualdad.     

ii.  Argumentos de la contestación de la demanda 

Corrido traslado de la demanda a la demandada, esta última mediante el escrito de fojas 293  a 306, procede a apersonarse al proceso debidamente  representado por el Procurador Público Especializado Supranacional en materia constitucional, negándola en todo sus extremos, solicitando se declare infundada la Acción Popular incoada.
Los argumentos que expone son los siguientes: 
Respecto a la supuesta vulneración de los derechos a la libertad de asociación, a la propiedad y a la remuneración. 
19.- No existe afectación a la libertad de asociación debido a que el sustento directo para el contenido de los artículos 1° y 8° del Reglamento se encuentra en el texto literal del artículo 1° de la Ley, que a la letra menciona: “La Derrama del Poder Judicial es para beneficio exclusivo de todos los servidores de dicho poder del Estado”, por lo que la participación obligatoria de todos los trabajadores del poder Judicial viene establecida en la Ley y no en el Reglamento cuestionado. Por esta razón, si se considera inconstitucional la inclusión de todos los trabajadores en la Derrama del Poder Judicial sería necesario cuestionar la Ley 24032, a través de un proceso de  inconstitucionalidad. Por esta razón tampoco existe afectación a los derechos a  la propiedad y a la remuneración. 

20.- Es posible que las personas sean insertadas en una asociación siempre que se inspire en el desarrollo de algún valor,  principio o fin de importancia relevante para la comunidad política, en el presente caso, la derrama Judicial lo que busca es proveer apoyo económico a los trabajadores del Poder Judicial en casos de vulnerabilidad como fallecimiento, jubilación, invalidez total y permanente, supresión de plaza o cesantía involuntaria o voluntaria, a través de la emisión de normas que regulen la organización encargada de administrar los fondos recaudados para tales fines. 
Respecto a la alegada vulneración de los derechos a la igualdad de asociación y a la participación en la vida de la Nación, interpretados junto con la fórmula política del Estado Democrático de Derecho. 

21.- Lo expresado por la parte demandante se relaciona más con la consideración subjetiva que tiene acerca de los sindicatos incluidos (que tendrían menos afiliados que otras organizaciones de trabajadores, por ejemplo) y no acerca de infracciones a la Constitución y  la Ley. 
Respecto a la supuesta ilegalidad e inconstitucionalidad indirecta de los servicios de crédito social, cultural social, inversión social y vivienda social 

22.- Según la Constitución, corresponde al Presidente de la República reglamentar las leyes sin transgredirlas ni desnaturalizarlas, en este sentido, la Ley N° 24032 tiene una serie de disposiciones que dejan un amplio margen de interpretación y desarrollo al Reglamento, por  lo que el Poder Ejecutivo, al Expedir la norma cuestionada, no solo ha ejercido su potestad reglamentaria sino que también ha cumplido con su función de hacer cumplir las leyes. 
Respecto al pedido de los efectos retroactivos de la eventual sentencia y de modificar las normas cuestionadas

23.- El único sustento para el pedido de la parte demandante es su propia consideración acerca de la ilegalidad y/o inconstitucionalidad de las normas cuestionadas, no aportando ningún medio probatorio que sustente su pedido, y por qué es necesario los efectos retroactivos para poder reparar afectaciones concretas a derechos fundamentales. 

De la contestación de demanda por parten de la Derrama Judicial

Respecto a la alegada inconstitucionalidad de los artículos 1° y 8° del Decreto Supremo N° 001-2011-JUS 
24.- Los artículos  1 y 8 del Reglamento no contraviene el ordenamiento constitucional en la medida que dichos artículo plasman los efectos de una Ley Constitucional (Ley N° 24032 y la Ley N° 30113). La Ley dispuso la conformación de la Derrama del Poder Judicial con todos los servidores del Poder Judicial, siendo que para si conformación requiere de sus aportaciones, siendo por ello que el artículo 1° y 8° del decreto Supremo N° 011-2011-JUS no es inconstitucional, pues recoge el espíritu de la norma. 
Respecto a la alegada inconstitucionalidad del artículo 10° y 35° del Decreto Supremo N° 001-2011-JUS.  

25.- El artículo 2° de la Ley N° 24032 dispone que la Derrama del Poder Judicial se conformará con las aportaciones de sus beneficiarios, vale decir, se constituye y autosostiene con los aportes de sus beneficiarios, los que por efecto del artículo 1° de la Ley N° 24032 y  la Ley 30113 comprende a todos los servidores del Poder Judicial.  
Respecto a la alegada inconstitucionalidad del artículo 12° del Decreto Supremo N° 001-2011-JUS

26.- De acuerdo al artículo 152° de la Ley 26887, Ley General de Sociedades, se dispone que “La administración de la sociedad está a cargo del directorio y de uno o más gerentes (…)”, por tal razón el Ejecutivo con criterio de imparcialidad cumplió con disponer que la Derrama del Poder Judicial tenga a bien cinco directores. En esa línea lo que cuestiona la organización sindical es la representación de los trabajadores del Poder Judicial, no obstante la Federación Nacional de Trabajadores del Poder Judicial del Perú es la única agremiación que comprende a todas las bases sindicales del Poder Judicial del Perú, incluida el SUTRAPOJ, siendo ello así, es carente de basamento argumentar que se viola la libre asociación. 

Respecto a la alegada inconstitucionalidad del artículo 21° del Decreto Supremo N° 001-2011-JUS   
27.- El Ejecutivo con criterio e imparcialidad cumplió con disponer que la Derrama del Poder Judicial tenga a bien un órgano de control conformado por tres miembros, un representante del Poder Judicial por ser el órgano que representa al empleador, un representante de la Federación Nacional de Trabajadores del Poder Judicial y un Representante del Sindicato Mixto de Unidad de Trabajadores del Poder Judicial-Lima. 

Respecto a la alegada inconstitucionalidad de los artículos 4° B, 39°, 40°, 41°, 42° y 44°
28.- Responde a una finalidad que apunta en beneficio de sus asociados, no transgrediendo, ni desnaturalizando su reglamentación, como erradamente lo sostiene la demandante, ya que la operación progresiva y la implementación de los programas de Previsión Social, Crédito Social, Cultural, Inversión Social y Vivienda Social se fundamenta en el carácter no lucrativo y con la finalidad de generar ingresos para ayudar económicamente a los asociados. 
IV. FUNDAMENTOS 

1. Nuestro sistema jurídico establece el control de la constitucionalidad a través de la jurisdicción constitucional, la cual comprende en dicha función al Tribunal Constitucional (Artículo 201° de la Constitución) y al Poder Judicial; el primero encargado del control concentrado de la constitucionalidad de las normas de rango de ley (Artículo 202, inciso 1 de la Constitución) a través de la Acción de Inconstitucionalidad, y el segundo, del control concentrado de las  normas de jerarquía inferior a la ley, a través de la Acción Popular regulada por Ley N° 28237, artículos 84 y siguientes.

2. La Acción Popular tiene por finalidad el control jurisdiccional de la constitucionalidad y la legalidad de las normas de rango inferior a la ley, a través de la declaración y ejecución de inconstitucionalidad o legalidad, en todo o parte de las mismas.

3. De conformidad con el Artículo 200 inciso 5  de la Constitución Política del Estado  procede acción Popular por infracción  de la Constitución y de la ley, contra los reglamentos, normas administrativas y resoluciones y decretos de carácter general, cualquiera sea la autoridad de la que emanen.

4. Por lo que siendo que las normas  impugnadas y lo alegado por la parte accionante se encuentra en los presupuestos de lo previsto en el Artículo 200 inciso 5 de la Constitución Política del Estado, corresponde ahora pronunciarse sobre la fundabilidad de la demanda interpuesta. 

5. Como bien señala la doctrina “El poder público debe ejercerse al servicio del ser humano: no puede ser empleado lícitamente para ofender atributos inherentes a la persona y debe ser vehículo para que ella pueda vivir en sociedad en condiciones cónsonas con la misma dignidad que les es consustancial”, (Pedro Nikken, en su artículo “El concepto de Derechos Humanos” publicado en: Estudios Básicos de Derechos Humanos 1, IIDH, San José, 1994, Pág.1); más adelante el autor señala que: “En condiciones normales, cada derecho puede ser objeto de ciertas restricciones fundadas sobre distintos conceptos que pueden resumirse en la noción general de orden público.” (P. Nikken, Pág. 13).

6. Cabe hacer mención que todos los entes estatales tienen la obligación de reconocer todos los derechos fundamentales de libertad y sociales. En efecto, la Cuarta Disposición Final  y Transitoria de la Constitución Política establece que “Las normas relativas a los derechos y a las libertades que la Constitución reconoce se interpretan de conformidad con la Declaración Universal de derechos humanos y con los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por el Perú”, norma que ha sido desarrollada en el Código Procesal Constitucional  en su Artículo V del Título Preliminar “Interpretación de los Derechos Constitucionales. El contenido y alcances de los derechos constitucionales protegidos por los procesos regulados en el presente Código deben interpretarse de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos, los tratados sobre derechos humanos, así como de las decisiones adoptadas por los tribunales internacionales sobre derechos humanos constituidos según tratados de los que el Perú es parte.”

7. De ahí que el Tribunal Constitucional  ha establecido  que la interpretación que realice todo órgano jurisdiccional debe considerar  la vigencia  respectiva  de los derechos humanos en sus decisiones,   por lo que este Colegiado ha creído conveniente considerar diversos estudios relativos  a los derechos humanos  tanto  en los que se refiere al ámbito universal de protección de los derechos  humanos, como a los instrumentos internacionales del sistema interamericano. 

8. Como se ha indicado previamente el Proceso Constitucional de Acción Popular per se define unos intereses comunes (general)  y por lo tanto  tiene acogida en el Artículo 200 inciso 5º de nuestra Constitución. Siendo ello así, corresponde verificar los artículos 1°, 4° literal B., 8°, literal A del artículo 10°, 12°, 21° y 35°, 39°, 40°, 41°, 42° y 44° del Reglamento de la Derrama del Poder Judicial aprobado por el Decreto Supremo N°  001-2011-JUS.  
1. En relación a la afectación al  numeral 13 del artículo 2° de la Constitución Política del Estado. 
1.- La parte demandante ha manifestado que los artículos 1° y 8° del Reglamento de la Ley de la Derrama Judicial afecta de forma negativa en el contenido  constitucional de la libertad de asociación ya que comprende a los servidores del Poder Judicial como asociados en el momento fundacional y obliga la afiliación con carácter sucesivo y permanente. 
	Constitución Política del Perú 
	Normas Internacionales
	Ley  24032
	D. S. N° 001-2011-JUS 

Reglamento de la Ley 24032

	Derecho de libertad de asociación. 

* “Toda persona tiene derecho:

A asociarse y a constituir fundaciones y diversas formas de organización jurídica sin fines de lucro, sin autorización previa y con arreglo a ley. No pueden ser disueltas por resolución administrativa. (Artículo 2, numeral 13.)
	Declaración Universal de Derechos Humanos 

* “Toda persona tiene derecho a la libertad (…) asociación pacíficas.” (20, numeral 1)

* “Nadie será obligado a pertenecer a una asociación” (20, numeral 2)
Pacto Internacional de derechos Civiles y Políticos

“Toda persona tiene derecho a asociarse libremente con otras” (22, numeral 1)
	Créase la Derrama del Poder Judicial, para beneficio exclusivo de todos los servidores de dicho Poder del Estado (Artículo 1°)

	* La derrama Judicial (…) comprende a todos los servidores del Poder Judicial. (Artículo 1)
* La derrama Judicial comprende como asociados a todos los servidores del Poder Judicial en igualdad de derechos y obligaciones.  (Artículo 8).


2.- La libertad de asociación consiste en la libertad de todos los ciudadanos para conformar entidades que tengan una personalidad jurídica distinta de la de sus integrantes. Este derecho se encuentra reconocido en las constituciones contemporáneas debido a su importancia en la formación de una sociedad democrática como derecho instrumental que permite la manifestación de otros derechos fundamentales como el de opinión, libertad de pensamiento, de conciencia, libertad de expresión, la libertad del individuo y la libre determinación de su personalidad. Este derecho forma parte de nuestro ordenamiento constitucional, universalizada por las declaraciones de derechos internacionales de la segunda posguerra mundial. Así, el  artículo 20 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, de 10 de diciembre de 1948, proclama tanto la vertiente positiva como la negativa del derecho y el artículo 22 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, de 19 de diciembre de 1966, establece el derecho libre de asociación.
3.- Nuestra Constitución regula determinadas formas del derecho de  asociación, en su vertiente positiva: el derecho de asociarse a través de organizaciones políticas como partidos, movimientos o alianzas (artículo 35); el derecho de asociarse a través de sindicatos (artículo 28). En su vertiente negativa,  a través de colegios profesionales, dejando a la Ley determinar en qué casos será obligatoria la colegiación (artículo 20).
4.- En nuestra Carta Constitucional se reconoce la libertad positiva de asociarse, sin embargo,   ésta viene, de acuerdo a la fuerza normativa de la Declaración Universal de los derechos Humanos y acuerdos internacionales sobre la materia que han son fuente de interpretación de acuerdo a la Cuarta Disposición Final de la Constitución, inexorablemente acompañada de la libertad de no asociarse, situación que implica el no ser obligado a pertenecer a ninguna asociación. En este orden de ideas, debe considerarse que junto con la dimensión positiva del derecho de asociación que se manifiesta en el derecho a constituir asociaciones (o afiliarse a las de su elección), el derecho a que  una vez constituida la asociación, sus miembros puedan dirigir libremente sus actividades, así como por el derecho para hacer viable los objetivos, nuestro ordenamiento jurídico reconoce la dimensión negativa de este derecho, que se relaciona íntimamente con la libertad de conciencia, opinión, el libre desarrollo de la personalidad. Esta vertiente garantiza, de un lado, el derecho que tienen los individuos a no verse asociados a otros individuos con los que no está de acuerdo o con los que no comparte fines o propósitos, también protege frente a las posibles injerencias de las asociaciones en la esfera patrimonial o incluso ideológica de la persona humana. 

5.- En este sentido, el Tribunal Constitucional peruano ha mencionado sobre el derecho de asociación  que “(…) es un derecho que no solo implica la libertad de integración libertad de asociarse en sentido estricto) sino que, por correlato, también supone la facultad de no aceptar compulsivamente dicha situación (libertad de no asociarse) o, simplemente, de renunciar en cualquier momento a la misma, pese a haberla pactado en alguna oportunidad o circunstancia (libertad de desvincularse asociativamente) (…)” (Exp. N° 0318P 2012-PA /TC, de fecha 8 de mayo de 2013, fundamento Jurídico 13). Sobre la dimensión negativa de este derecho el Máximo Intérprete Constitucional ha señalado que esta vertiente “(…) comprende la facultad de toda persona para negarse a formar parte de una determinada asociación, así como el derecho a no ser obligado a integrar una asociación o el derecho de no seguir asociado contra su voluntad o retirarse de una, cuando así lo desee. Esta manifestación negativa se encuentra reconocida en el inciso 2) del artículo 20° de la Declaración Universal de Derechos Humanos, cuyo texto dispone que "Nadie podrá ser obligado a pertenecer a una asociación". Por tanto [aquellas normas que impidan el ejercicio del derecho de asociación en su manifestación negativa contravienen no solo la Constitución sino también la Declaración Universal de Derechos Humanos. Por dicha razón, ninguna asociación puede denegar las solicitudes de retiro, renuncia o desafiliación que presenten sus asociados, como tampoco puede obligar a nadie a seguir asociado contra su voluntad. (…)” (Exp. N° 0318P 2012-PA /TC, de fecha 8 de mayo de 2013, fundamento Jurídico 15)
Análisis del caso: 
6.- En el caso concreto las normas que se han sometido a control son las siguientes:

Los artículos 1 y 8 del D. S. N° 001-2011-JUS, Reglamento de la Ley 24032, que a la letra mencionan:  
“La Derrama Judicial (…) comprende a todos los servidores del Poder Judicial”. (Artículo 1)
“La Derrama Judicial comprende como asociados a todos los servidores del Poder Judicial en igualdad de derechos y obligaciones”.  (Artículo 8). (El resaltado es nuestro)

7.- Se advierte que las normas señaladas han establecido el carácter obligatorio a formar parte de la Derrama Judicial  para todos  los servidores del poder judicial, por lo que en lo que sigue analizaremos si dicha disposición no contraviene los derechos fundamentales de los servidores del Poder Judicial. 

8.- Tal como se ha definido precedentemente existen dos dimensiones del derecho a la libertad de asociación: la positiva, referida  al derecho de asociación como derecho libertad en tanto no existen límites para constituir o formar parte de una asociación legítima; y la negativa referida a la obligación del Estado y de los particulares de abstenerse de obligar a un individuo a constituir, formar parte, o mantenerse en una  asociación. En adición a ello debe señalarse que ningún derecho es absoluto, por lo que      existe la posibilidad de limitar, restringir determinados derechos si en su ejercicio desavienen otros derechos, siempre que exista una justificación para dicha limitación y en tanto se garantice la pervivencia de su contenido esencial. En este orden de ideas, existen diversos supuestos en los que es posible limitar la dimensión negativa del derecho a la libertad de asociación, siempre exista una justificación valida, claro está. 
9.- En el presente caso, el D. S. N° 001-2011-JUS, Reglamento de la Ley 24032, cuando establece el carácter obligatorio de la afiliación a la Derrama Judicial dicho acto constituye una alteración a la dimensión negativa de la libertad de asociación que como hemos señalado precedentemente se encuentra relacionado e incide en el ejercicio de otros derechos fundamentales como el derecho de conciencia, opinión, libre determinación de la personalidad, entre otras, por lo que para que esta medida sea constitucional deberá tener una justificación válida.    
Argumentos expuestos por la demandada: 

10.- Los principales argumentos expresados por la emplazada son: 

a.- No existe afectación a la libertad de asociación debido a que el sustento directo para el contenido de los artículos 1° y 8° del Reglamento se encuentra en el texto literal del artículo 1° de la Ley, que a la letra menciona: “La Derrama del Poder Judicial es para beneficio exclusivo de todos los servidores de dicho poder del Estado”, por lo que la participación obligatoria de todos los trabajadores del poder Judicial viene establecida en la Ley y no en el Reglamento cuestionado. 

b.- Es posible que las personas sean insertadas en una asociación siempre que se inspire en el desarrollo de algún valor,  principio o fin de importancia relevante para la comunidad política, en el presente caso, la derrama Judicial lo que busca es proveer apoyo económico a los trabajadores del Poder Judicial en casos de vulnerabilidad como fallecimiento, jubilación, invalidez total y permanente, supresión de plaza o cesantía involuntaria o voluntaria, a través de la emisión de normas que regulen la organización encargada de administrar los fondos recaudados para tales fines.
11.- En relación al primer argumento debe precisarse que la constitucionalidad de una norma se presenta en razón de vulnerar los principios contenidos en la norma constitucional que detenta fuerza normativa por sí misma, sin depender de un desarrollo legal. En tanto ello, la norma legal, como el desarrollo de ésta (Reglamento) debe corresponderse con los postulados axiológicos que emanan de la Constitución normativa. En este sentido, lo que se analiza en el presente proceso se encuentra relacionado a la correspondencia que debe existir entre las normas establecidas en el Reglamento (sometido a control) y la Constitución normativa, no así en correspondencia a la norma legal (Ley N° 24032), razón por la cual el primer argumento carece de un adecuado marco explicativo, por lo que no justifica adecuadamente la intervención de la norma reglamentaria en la esfera negativa de la libertad de asociación. 
12.- En relación al segundo argumento esgrimido por la demandada debe señalarse que la Derrama Judicial no ha sido creada por la voluntad asociativa de los servidores del Poder Judicial sino por creación Legal y la justificación de su existencia se basa en ser un fondo de asistencia para los casos de fallecimiento, jubilación, invalidez total y permanente, supresión de plaza, cesantía involuntaria o voluntaria. En este sentido, tiene una finalidad corporativa, que redunda al interior de los asociados, no así de la comunidad en general, motivo por el cual no se encuentra relacionada a un interés público como si ocurre en otras formas de corporación de derecho público que se justifican en la existencia de un interés público de modo que se exige la adscripción obligatoria, como en el caso de los Colegios Profesionales.   

13.- En este orden de ideas, de acuerdo a la modificación establecida por la Ley N° 30113 a la Ley N° 24032, la Derrama del Poder Judicial constituye una persona jurídica de “Derecho Privado”, es decir no constituye una asociación de Derecho Público. Razón por la cual si bien la Derrama Judicial ha sido concebida como ayuda de los servidores del Poder Judicial ésta sola motivación no es suficiente para que se configure la existencia de un interés público, por lo que la injerencia en la esfera negativa del  derecho de asociación atenta contra la naturaleza misma del derecho que protege el numeral 13 del artículo 2° y constituye una injerencia injustificada en esta libertad.   

Test de Proporcionalidad 

14.- Desde nuestra perspectiva el derecho a la libertad de asociación tiene un contenido constitucionalmente protegido, que no puede ser restringido de tal modo que lo vacíe. Tal como sostiene Alexy, los principios deben ser optimizados y materializadas en el mayor grado posible, en ese sentido, tal como refiere Bustamante “(…) del hecho de que estas permitan que se justifique el incumplimiento de aquellas es que se deduce la derrotabilidad de las reglas jurídicas”
. Ahora bien, el juicio de ponderación contiene tiene tres sub principios, el juicio de idoneidad; de necesidad y proporcionalidad en sentido estricto. 

a) Juicio de idoneidad

A través de la idoneidad, la medida propuesta (intervención en un derecho fundamental) debe ser los más ajustada posible a la finalidad de la Constitución. Esta medida que limita un derecho para satisfacer otro, debe ser idónea para obtener esa finalidad; en el caso analizado según lo fundamenta la Norma sujeta a control la finalidad de la Derrama Judicial es “el de atender la Seguridad y Bienestar Social de los asociados; otorgar servicios de Previsión Social, Crédito Social, Cultura Social, Inversión Social y Vivienda Social” (artículo 4 del Decreto Supremo N° 001-2011-JUS), siendo dicha finalidad legítima e idónea en tanto permite que se constituya un fondo para asistir en la Seguridad y Bienestar de los servidores del Poder Judicial, p, por lo que la norma sujeta  control supera el juicio de idoneidad.   
b) Juicio de necesidad

El criterio de necesidad supone la ausencia de una solución más efectiva y adecuada de la que se está tomando, en otras palabras, no debe ocurrir que la misma finalidad pudiera alcanzarse con un coste menor. En el presente caso, ¿La asociación compulsiva –adscripción obligatoria a una sociedad- es la única solución –efectiva y adecuada- para conseguir la finalidad de brindar seguridad y bienestar de los Servidores del Poder Judicial?. Al respecto este Colegiado considera que lo perseguido por la Derrama Judicial (fines de ayuda y asistencia en la seguridad y bienestar de los trabajadores judiciales) pueden obtenerse sin la necesidad de limitar el derecho constitucional de la libertad de asociación de los servidores del Poder Judicial. En efecto, existen otras medidas menos gravosas para conseguir dicha finalidad, las que en principio deben partir del reconocimiento de que el Estado es el responsable de brindar progresivamente mejores niveles de protección en la seguridad, salud y otros ámbitos del desarrollo de las condiciones de los trabajadores. En este sentido, el Estado debería cumplir de manera óptima con el deber de fomento de la Negociación Colectiva, por ejemplo, de modo que a través de las organizaciones constituidas en forma voluntaria, los trabajadores puedan obtener mejoras en su situación personal. En este mismo sentido, a nivel legal se han establecido aportes obligatorios (asumidas por el empleador o por el trabajador, según sea el caso) para atender las contingencias que puedan presentarse como la jubilación, invalidez, desempleo, etc.   Por estas razones las normas sujetas a control no superan el juicio de necesidad. 
c) Juicio de proporcionalidad

A través de este sub principio se procura que cada solución a la cual se arribe responda  una conveniencia constitucional o finalidad de la determinación de contenidos de cada uno de los derechos que se encuentra en juego. En otros términos de los que se trata es la optimización en relación con las posibilidades normativas. En el caso materia de análisis las normas sujetas a control resultan desproporcionados en tanto limitan de manera irrazonable la libertad  de asociación en su vertiente negativa, ya que compulsa a los servidores del Poder Judicial a ejercer su derecho a la libertad de asociación, incidiendo en otros derechos constitucionales como los derechos de conciencia, opinión, libre determinación de la personalidad, entre otras.   
2. En relación a la inconstitucionalidad de los artículo 10° literal A y 35° del Reglamento de la Ley de la Derrama del Poder Judicial.

	Constitución Política del Perú 
	Normas Internacionales
	D. S. N° 001-2011-JUS 

Reglamento de la Ley 24032

	“(…) El trabajador tiene derecho a una remuneración equitativa y suficiente, que procure, para él y su familia, el bienestar material y espiritual (…)” (Artículo 24)
“Toda persona tiene derecho a (…) la propiedad (….)” (numeral 16 del artículo 2)


	 * Artículo 23, inciso 3, de la Declaración Universal de los Derechos Humanos. 

* Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. (Artículo 7, inciso “a”, numerales i) y ii), 

* Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, (Artículo 7, inciso “a”) 
	* “Son deberes de los asociados: A. aportar las cuotas mensuales por Derrama Judicial” (Literal A del artículo 10°). 

* “Los aportes de los asociados se descontarán mensualmente mediante Planillas única de Pagos del Poder Judicial y por cuotas completas en todos los casos y mientras el servicio permanezca en el servicio activo” (Artículo 35). 

 


15.- La parte demandante ha mencionado que los artículos sometidos a control crean una obligación dineraria que afecta el patrimonio del trabajador y recorta la remuneración mensual sin una justificación válida. Los argumentos para señalar la constitucionalidad de dicho articulado se encuentran relacionados a la validez de la adscripción compulsiva a la Derrama  Judicial, por lo que también el descuento en la remuneración de los trabajadores tendría validez.  

16.- El derecho a la remuneración se encuentra positivado en el artículo 24 de la norma constitucional, señalando el Tribunal Constitucional: “El artículo 24° de nuestra Constitución Política del Perú ha consagrado el derecho de todo trabajador a percibir una remuneración equitativa y suficiente que procure, para él y su familia, el bienestar material y espiritual. Por consiguiente, la remuneración como retribución que recibe el trabajador en virtud del trabajo o servicio realizado para un empleador debe ser entendida como un derecho fundamental. Además de adquirir una naturaleza alimentaria, tiene una estrecha relación con el derecho a la vida, acorde con el principio – derecho a la igualdad y la dignidad, amén que adquiere diversas consecuencias o efectos que serán de vital importancia para el desarrollo integral de la persona humana. Así tenemos como consecuencias de este derecho: adquirir una pensión en base a los aportes y contribuciones a la seguridad social, servicio de cálculo para efectos de beneficios sociales como vacaciones, compensación por tiempo de servicios, indemnización por vacaciones truncas, o en su caso, ser calculable para la indemnización por despido arbitrario y otros beneficios sociales” (Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 18 de octubre de 2007 (f.j. 6). Recaída en el expediente 4922-2007-PA/TC), de lo que se colige que el derecho a la remuneración se  encuentra relacionado con el principio de igualdad y dignidad.

17.- No obstante la ubicación del derecho a la remuneración en nuestra Constitución, Capítulo II, “De los derechos sociales y económicos”, no queda duda que constituye un derecho fundamental, con la misma connotación e importancia que los derechos civiles y políticos.   

18.- El derecho a la remuneración forma parte de los instrumentos internacionales vinculantes para el Perú. Así, por ejemplo, la Declaración Universal de los Derechos Humanos reconoce al trabajador el derecho a una remuneración equitativa y satisfactoria que le asegure, a él y a su familia, una existencia digna  (Artículo 23, inciso 3, de la Declaración Universal de los Derechos Humanos. Aprobada por el Estado peruano mediante la Resolución Legislativa 13282, de fecha 9 de diciembre de 1959). En este mismo sentido se pronuncia el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, agregando que los trabajadores tienen derecho a una remuneración igual por trabajo de igual valor, sin distinciones de ninguna especie (Artículo 7, inciso “a”, numerales i) y ii), del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Aprobado por el Estado peruano a través del Decreto Ley 22129 Instrumento de adhesión de 12 de abril de 1978. Depositado el 28 de abril de 1978. En vigor, para el Perú, desde el 28 de julio de 1978). De similar forma, a través del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, los Estados parte (entre ellos el peruano) se comprometieron a garantizar en sus legislaciones nacionales una remuneración digna, decorosa, equitativa e igual sin ninguna distinción (esto último, si se trata de un trabajo igual) (Artículo 7, inciso “a”, del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Aprobado por el Estado peruano mediante la Resolución Legislativa 26448. Instrumento de Ratificación depositado el 4 de junio de 1995. En vigor, para el Perú, desde el 16 de noviembre de 1999).

19.- De igual manera, el Convenio OIT  Nº 100, sobre la igualdad de remuneración establece en su artículo 2.1 lo siguiente:    “Todo Miembro deberá, empleando medios adaptados a los métodos vigentes de fijación de tasas de remuneración, promover y, en la medida en que sea compatible con dichos métodos, garantizar la aplicación a todos los trabajadores del principio de igualdad de remuneración entre la mano de obra masculina y la mano de obra femenina por un trabajo de igual valor.” En tal sentido se infiere de los tratados de Derechos Humanos referidos a los que se hace mención que la  remuneración como retribución que percibe el trabajador por el trabajo prestado a su empleador no debe ser sometida a ningún acto de discriminación, ni ser objeto de recorte, ni de diferenciación, como por ejemplo otorgar a unos una mayor remuneración que a otros por igual trabajo. En efecto se prohíbe y queda vedado cualquier trato discriminatorio e irracional que afecte el derecho a la remuneración como derecho fundamental de la persona humana. 
20.- En  adición a ello la remuneración constituye patrimonio del trabajador, formando parte de su propiedad la cual no puede ser afectada, limitada, recortada o suprimida. 
21.- Para el Tribunal Constitucional la remuneración además de tener un contenido esencial  también tiene un contenido accidental que puede estar sujeto a ciertas restricciones en virtud de otros bienes  y derechos Constitucionales, siendo la intangibilidad uno de ellos, que para ser alterada debe de existir razones de excepción –extraordinaria y coyuntural- y de proporcionalidad –no ser arbitraria- .  
22.- En el presente caso, el descuento obligatorio y compulsado de la remuneración de los servidores del Poder Judicial por motivos de la Derrama Judicial no se encuadran dentro del marco de una intervención legítima en el plano de intangibilidad de la remuneración en tanto, no existe un escenario de excepcionalidad que justifique dicha acción, así como tampoco existe una aceptación del trabajador para que dicho descuento sea realizado, condición necesaria para que sea legítimo un descuento (en un escenario de pertenencia a una asociación constituida en forma voluntaria),  por tanto dicho acto deviene en arbitrario. 
3. En relación a la inconstitucionalidad de los Artículos 12° y 21° del Reglamento de la Ley de la Derrama del Poder Judicial.
	Constitución Política del Perú 
	Normas Internacionales
	D. S. N° 001-2011-JUS 

Reglamento de la Ley 24032

	“Toda persona tiene derecho (…) a participar, en forma individual o asociada, en la vida política, económica, social y cultural de la Nación. Los ciudadanos tienen, conforme a ley, los derechos de elección, de remoción o revocación de autoridades, de iniciativa legislativa y de referéndum.” (Numeral 17 del artículo 2)

	 Convenio 87 y 98 de la OIT  
	* “El Directorio de la Derrama Judicial” está constituido por cinco miembros: un (1) representante del Poder Judicial, un (1) representante de los Magistrados, dos (2) representantes de la Federación Nacional de Trabajadores del Poder Judicial y un (1) representante del sindicato Mixto de Unidad de Trabajadores del Poder Judicial – Lima. Los miembros de la Derrama Judicial deberán contar con el perfil profesional que establezca el Estatuto” (Artículo 12°)
 “El Consejo de Vigilancia está constituido por tres (3) miembros: un (1) representante del Poder Judicial, un (1) representante de la Federación de Trabajadores del Poder Judicial del Perú y un (1) representante del Sindicato Mixto de Unidad de Trabajadores del Poder Judicial –Lima-“ (Artículo 21°)


23.- Los cuestionamientos por parte de la parte actora a la constitucionalidad del artículo 12° y 21° del D. S. N° 001-2011-JUS son: 

a) Lesiona el contenido constitucional de la libertad de asociación en cuanto a la facultad de autoorganización que tienen los servidores que pertenezcan libre y voluntariamente a la Derrama.

b) Lesiona el derecho a la igualdad de las organizaciones sindicales que representan a los trabajadores del Poder Judicial y de los trabajadores no sindicalizados ya que discrimina su derecho al acceso  y participación en el Directorio. 

24.- La parte demandada en su escrito de contestación sostiene que lo expresado por la demandante se relaciona más con la consideración subjetiva que tiene a cerca de los sindicatos incluidos (que tendrían menos afiliados que otras organizaciones de trabajadores, por ejemplo) y no acerca de infracciones a la Constitución y a la Ley. 
25.- Al respecto debe mencionarse que el reconocimiento constitucional de la participación como derecho fundamental se realiza en el Numeral 17 del artículo 2 de la Constitución Política del Estado establece que “Toda persona tiene derecho (…) a participar, en forma individual o asociada, en la vida política, económica, social y cultural de la Nación. Los ciudadanos tienen, conforme a ley, los derechos de elección, de remoción o revocación de autoridades, de iniciativa legislativa y de referéndum.”  En referencia a ello el Tribunal Constitucional ha mencionado que “(…) La participación política constituye un derecho de contenido amplio e implica la intervención de la persona, en todo proceso de decisión, en los diversos niveles de organización de la sociedad. De ahí que éste no se proyecta de manera restrictiva sobre la participación de la persona en el Estado-aparato o, si se prefiere, en el Estado-institución, sino que se extiende a su participación en el Estado-sociedad, es decir, en los diversos niveles de organización, público y privado. Tal es el caso, por ejemplo, de la participación de las personas en la variedad de asociaciones, con diversa finalidad, o la participación en todo tipo de cargos; la característica común de todos ellos es que su origen es un proceso de elección por un colectivo de personas. Piénsese en la junta directiva de la asociación, del colegio profesional, de los cargos precedidos por elección en las universidades, públicas y privadas, etc. (STC N.° 05741-2006-PA/TC, Fundamento Jurídico 3). 

26.- En este extremo debemos mencionar que la participación política puede consolidarse a través de dos mecanismos: a) la participación directa y b) la participación representativa, nuestro diseño constitucional ha optado preferentemente por el segundo modelo de participación, cuando define que el Gobierno es representativo (artículo 43 de la Constitución Política), reservando para el primer modelo algunas instituciones de democracia directa (artículo 31 de la Constitución Política).  Ahora bien, la representación política se manifiesta en los diversos niveles de organización, público y privado, como tal, constituye un bien constitucional, protegido por el derecho fundamental de participación, cuyo contenido constitucionalmente protegido son  la igualdad y la institucionalidad de las reglas de acceso a través de un sistema y procedimiento electoral que permitan traducir los votos en representación. Añadiéndose a dicho contenido la garantía de que el representante ejerza su función sin interferencia y que dicha actuación se enmarque en el marco legal y constitucional. 
27.- En este orden de ideas, subyace al derecho de sufragio  su carácter universal, libre, igual, directo y secreto, de modo que con dichos presupuestos se posibilite el acceso de los ciudadanos a los cargos de naturaleza representativa (sufragio pasivo) a través de la manifestación de la voluntad popular expresada en unas elecciones (sufragio activo); 

28.- El sufragio pasivo supone la garantía que accedan al cargo  (público o privado) aquellos candidatos que los electores hayan elegido como sus representantes; mientras que el sufragio activo se manifiesta “(…) a través del voto (tercer y cuarto párrafos del artículo 31º de la Constitución), y su titularidad se encuentra reservada a los ciudadanos, es decir, a los mayores de 18 años, y siempre que dicha ciudadanía se encuentre inscrita en el registro electoral correspondiente (artículo 30º de la Constitución). Es así que la suspensión de la ciudadanía por cualquiera de las causales previstas en el artículo 33º de la Norma Fundamental, da lugar a la suspensión del ejercicio del derecho de voto.” (STC N° 0030-2005-PI/TC, Fundamento Jurídico 68).
29.- Como se advierte de la norma constitucional, el principio democrático es inherente al Estado social y democrático de derecho se expande a todo ámbito de actuación proyectándose como “una realidad constante en la vida social del Estado”, tal como lo ha señalado el Tribunal Constitucional, en toda forma y nivel   de la organización social, sea pública o privada, conforme lo reconoce y exige el artículo 2º, inciso 17, de la Constitución. 
31.- Consolidando lo señalado debemos de precisar que toda organización (pública o privada) debe tener formas adecuadas de participación y representación (sea de dirección o fiscalización, así como de un sistema y procedimiento electoral que traduzca genuinamente la voluntad de los asociados, este contorno del derecho de participación no puedes ser suprimido, alterado o limitado de forma arbitraria. 

32.- En el caso materia de análisis el Artículo 12° y 21° del Reglamento constituyen afectaciones ilegítimas al derecho de participación y representación de los asociados a la Derrama Judicial ya que dicha norma transgrede el contenido esencial de la participación representativa, nos referimos al derecho de sufragio, cuyo carácter es universal, libre, igual, directo y secreto. En este sentido, cuando la norma reglamentaria establece que: “El Directorio de la Derrama Judicial” está constituido por cinco miembros: un (1) representante del Poder Judicial, un (1) representante de los Magistrados, dos (2) representantes de la Federación Nacional de Trabajadores del Poder Judicial y un (1) representante del sindicato Mixto de Unidad de Trabajadores del Poder Judicial – Lima. (…)” (artículo 12°); “El Consejo de Vigilancia está constituido por tres (3) miembros: un (1) representante del Poder Judicial, un (1) representante de la Federación de Trabajadores del Poder Judicial del Perú y un (1) representante del Sindicato Mixto de Unidad de Trabajadores del Poder Judicial –Lima-“ (Artículo 21°)  interviene ilegítimamente en el derecho de participación política de los asociados de la Derrama Judicial que se encuentra garantizado en el numeral 17 del artículo 2 de la Constitución Política, estableciendo de forma arbitraria, sin ninguna razón o fundamento, que los cargos de representación en el Directorio de la institución deben estar limitadas a determinados grupos de asociados. En adición a ello debemos de mencionar que los asociados a la Derrama Judicial tienen el mismo estatus –no importando su condición de magistrado, de auxiliar, de afiliado o no afiliado a una organización sindical-, los mismos derechos y obligaciones por lo que no resulta razonable que se haga distingo a la hora de elegir los cargos de representación (sea de dirección o fiscalización). 

4. En relación a la inconstitucionalidad de los Artículo 4°, 39°, 40°, 42° y 44° del Reglamento de la Ley de la Derrama del Poder Judicial.

	Constitución Política del Estado
	Ley N° 244032
	D. S. N° 001-2011-JUS 

Reglamento de la Ley 24032

	Artículo 118 numeral 8. Corresponde al Presidente de la República: Ejercer la potestad de reglamentar las leyes sin transgredirlas ni desnaturalizarlas; y, dentro de tales límites, dictar decretos y resoluciones.
	Artículo 3° “El pago de la Derrama Judicial procede para los casos de fallecimiento, jubilación, invalidez total y permanente, supresión se plaza, cesantía involuntaria o voluntaria”
	Artículo 4 Literal B. “Otorgar servicios de Previsión Social, Crédito social; Cultura Social, Inversión Social y Vivienda Social”

Artículo 39° “El Programa de Cultura Social otorga: 1.- Crédito directo. 2. Crédito indirecto. 
Artículo 40° “El programa de Cultura Social atiende  beneficios o servicios en todos los aspectos de la cultura social como: 

1.- Biblioteca

2.- Educación post y extra profesional

3. Danza, cine, teatro.

4.- Cursillos, conferencias. 

5.- Deportes.

6. Excursiones, turismo social. 

7. Campos de recreación. 

8. Otros que se señalen.

Artículo 42° “El Programa de Vivienda Social comprende: 

1. Urbanización propias de la institución. 

2. Construcción de viviendas en serie, de interés social. 

Artículo 44° “Los programas de beneficios y servicios se implementarán en forma progresiva, comenzando por el programa de Previsión Social.”


33.- Los argumentos expresados por la parte demandante reside en que el artículo 3° de la Ley N° 24032 dispone que el pago de la Derrama procede para los casos de “fallecimiento, jubilación, invalidez total y permanente, supresión de plaza, cesantía involuntaria y voluntaria”; sin embargo, el Reglamento agrega: “otorgar servicios de  (…) crédito social, cultural social, inversión social y vivienda social” y que los artículos 39° al 42° describen como nuevos programas que cubren otros riesgos y necesidades del  trabajador a implementar progresivamente según el artículo 44°, con lo cual al ampliar y extender indebidamente los casos en que proceden las prestaciones por Derrama establecido por Ley los artículos señalados contravienen y desnaturalizan el objeto y fin previamente regulado en el artículo 3 de la Ley 24302.   
34.- La demandada ha mencionado que la Ley N° 24032 tienen una serie de disposiciones que dejan un amplio margen de interpretación y desarrollo al Reglamento  por lo que el Poder Ejecutivo, al expedir la norma cuestionada, no sólo ha ejercido su potestad reglamentaria sino que también ha cumplido con su función de hacer cumplir las leyes. 
35.- El artículo 3° de la Ley N° 24032 dispone que el pago de la Derrama procede para los casos de “fallecimiento, jubilación, invalidez total y permanente, supresión de plaza, cesantía involuntaria y voluntaria”, es decir los beneficios se encuentran vinculados a la mejora de las condiciones del servidor del Poder Judicial relacionado  específica y únicamente al fallecimiento, invalidez, o contingencias previsionales no así otras formas de servicios como lo ha regulado el Reglamento de la Ley. En este sentido si bien el Ejecutivo tiene la atribución de reglamentar, dicha actividad no puede ser desarrollada sin los parámetros que la Constitución señala, como es la prohibición de desnaturalizar lo que se ha previsto en una Norma de rango legal, situación que ha acaecido con la regulación reglamentaria de los artículos 4°, 39°, 40°, 42° y 44°. Por esta razón debe ampararse lo alegado por la parte demandante y declarar inconstitucional dichas normas. 
5. En relación a los efectos retroactivos de la sentencia

36.- El artículo 81° del Código Procesal Constitucional establece que: “Las sentencias fundadas recaídas en el proceso de acción popular podrán determinar la nulidad, con efecto retroactivo, de las normas impugnadas. En tal supuesto, la sentencia determinará sus alcances en el tiempo. (…)”. En este sentido, si bien una norma que transgrede el marco constitucional son nulas para el ordenamiento jurídico en su conjunto, la aplicación jurídica de dichos efectos de forma retroactiva han sido establecidos por nuestra norma procesal constitucional como una posibilidad, que sólo podrá acogerse en función de la fundamentación de la trascendencia de los bienes constitucionales protegidos que debe repararse y que no constituyen la mera alegación de acerca de la ilegalidad o inconstitucionalidad  situación que no ha sido acreditada con medio probatorio alguno por las organizaciones sindicales demandantes, por lo que no se ampara  su pedido. 

6.- En relación  a la obligación del Poder Ejecutivo de modificar las disposiciones reglamentarias nulas conforme a las normas de la Constitución y de la Ley N° 24032 
37.- En tanto se ha declarado la inconstitucionalidad de las normas sometidos a control (artículos 1°, 8°, 10° literal A y B, 12°, 21°, 35°, 39°, 40°, 42°, 44° del Reglamento), es obligación del Ejecutivo de modificar las disposiciones reglamentarias, reparando los vicios de inconstitucionalidad e ilegalidad advertidos dentro del plazo de sesenta días de notificada la presente Resolución.  
PARTE RESOLUTIVA

Por estas consideraciones la Cuarta Sala Laboral Permanente de Lima, administrando justicia a nombre de la nación; FALLA declarando FUNDADA la Acción Popular interpuesta. En consecuencia NULO los artículos 1°, 8°, 10° literal A y B, 12°, 21°, 35°, 39°, 40°, 42°, 44° del Decreto Supremo N° 001-2011-JUS, Reglamento de la Ley N° 24032,  sin efectos retroactivos. 
En los seguidos por la FEDERACIÓN DE TRABAJADORES DEL PODER JUDICIAL FETRAPOJ y FEDERACIÓN DE TRABAJADORES DEL PODER JUDICIAL – FETRAPOJ con el MINISTERIO DE JUSTICIA; Consentida  o ejecutoriada que sea la presente resolución publíquese en el Diario Oficial “El Peruano”.- Hágase saber.-

�Ver González Beilfus, Markuz, Tribunal Constitucional y Reparación de la Discriminación Normativa, Madrid, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 2000, pp. 29-30 y 33-40.


� Bustamante, Thomas. “Principios, reglas y derrotabilidad, el problema de las decisiones contra legem”. En: Bonorino Ramírez, Pablo. (editor). Teoría del Derecho y Decisión Judicial. Visto en: http://www.bubok.es/libros/175862/Teoria-del-Derecho-y-decision-judicial. pág. 225.
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